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RECURSO 135/2026 
RESOLUCIÓN 166/2026 
 
 
Resolución 166/2026, de 16 de julio, del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se desestima el 
recurso especial en materia de contratación interpuesto por la 
Federación de Enseñanza de Comisiones Obreras de Castilla y León, 
contra el anuncio de licitación, el pliego de prescripciones técnicas y 
el pliego de cláusulas administrativas particulares en el 
procedimiento de contratación del servicio de cuidados a la infancia 
2026-2030 del Ayuntamiento de Burgos (expediente n.º 
2025000029/SERV/FAM). 
 

 
I 

ANTECEDENTES 
 
Primero.- Mediante acuerdo de la Junta de Gobierno Local de 7 de 

mayo de 2026 se aprueba el expediente de contratación, el pliego de cláusulas 
administrativas particulares (PCAP) y el pliego de prescripciones técnicas (PPT) 
de la licitación del servicio municipal de Cuidados a la Infancia del 
Ayuntamiento de Burgos. 

 
El 13 de mayo se publica en la Plataforma de Contratación del Sector 

Público el anuncio de licitación, el PCAP y el PPT, que han de regir el contrato. 
 
Segundo.- El 26 de mayo de 2026 D. yyy, en representación de 

Federación de Enseñanza de Comisiones Obreras de Castilla y León (CCOO), 
interpone recurso especial en materia de contratación contra los pliegos 
rectores de la licitación. 

 
Sostiene que en los pliegos existen ciertas irregularidades que vulneran 

los derechos del personal a subrogar. Concreta los vicios advertidos en el 
presupuesto base de licitación; la categoría profesional del personal a las 
funciones efectivamente desempeñadas; la incorporación del descanso 
retribuido en jornadas superiores a seis horas; el cómputo del tiempo de 
desplazamiento en la modalidad de cuidado a domicilio; la garantía del 
complemento de festivos y fines de semana para todo el personal;  los criterios 
de adjudicación en favor de la calidad en el empleo y, finalmente la concreción 
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de medidas de conciliación y perspectiva de género como condiciones mínimas 
de ejecución. 

 
Interesa la declaración de la nulidad del anuncio de licitación, del PCAP 

y del PPT o, subsidiariamente su anulabilidad, además de la retroacción de las 
actuaciones, ordenando la modificación de las irregularidades señaladas. 

 
Tercero.- Se ha recibido en este Tribunal el expediente y el informe 

del órgano de contratación de 28 de mayo, en el que se opone a la estimación 
del recurso.  

 
Cuarto.- El 19 de junio se ha cursado requerimiento a fin de que emita 

un nuevo informe “que deberá referirse a la tramitación del mismo, que 
contenga todas las alegaciones que en derecho se consideren adecuadas 
respecto del fondo de la cuestión planteada en el recurso, y los medios de 
prueba propuestos en el `TERCER OTROSÍ DIGO´ por el recurrente.” No 
consta en el expediente que haya sido atendido. 
 
 

II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el recurso corresponde al Tribunal 

Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León en virtud de lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos 
del Sector Público (LCSP) y en el artículo 59 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, 
de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 
 

2º.- El recurso se ha interpuesto frente los pliegos de un contrato de 
servicios cuyo valor estimado (1.502.362,00 euros) es superior a 100.000 
euros, susceptible, por tanto, de recurso especial en materia de contratación, 
conforme a los artículos 44.1.a) y 44.2.a) de la LCSP.  

 
El recurso se ha interpuesto en el plazo previsto en el artículo 50.1.b) 

de la LCSP. 
 
3º.- En cuanto a la legitimación para recurrir, el artículo 48 de la LCSP 

reconoce legitimación para recurrir a las organizaciones sindicales “cuando de 
las actuaciones o decisiones recurribles pudiera deducirse fundadamente que 
estas implican que en el proceso de ejecución del contrato se incumplan por 
el empresario las obligaciones sociales o laborales respecto de los trabajadores 
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que participen en la realización de la prestación”. En el mismo sentido se 
pronuncia el artículo 24.1 del Reglamento de los procedimientos especiales de 
revisión de decisiones en materia contractual y de organización del Tribunal 
Administrativo Central de Recursos Contractuales, aprobado por el Real 
Decreto 814/2015, de 11 de septiembre.  

 
Por tanto, es preciso analizar los argumentos esgrimidos que 

fundamentan el recurso, de suerte que únicamente se admitirá la legitimación 
de la organización sindical, respecto a aquellos que versen sobre el 
cumplimiento de obligaciones sociales o laborales del personal vinculado al 
contrato. La representación del sindicato CCOO está acreditada. 

 
4º.- En cuanto al fondo del asunto, la solución de la presente 

controversia exige determinar si las previsiones de los pliegos que se 
cuestionan en el recurso se ajustan al régimen jurídico de la contratación del 
sector público contenido en la LCSP y normativa de desarrollo. 

 
En primer término, se ha resolver sobre la petición formulada por el 

sindicato en el TERCER OTROSÍ DIGO “(…) A tal fin se interesa la remisión del 
expediente por el órgano de contratación conforme al artículo 56.2 LCSP”. 

 
Pues bien, esta solicitud no puede prosperar, por cuanto el recurrente 

no ha acreditado que haya mediado petición alguna dirigida al órgano de 
contratación a fin de acceder al expediente administrativo. Este Tribunal no 
puede procurar dicho acceso, sin que previamente se haya solicitado y el 
órgano de contratación se haya negado a facilitarlo, extremo que como se ha 
expuesto, no ha quedado probado. Por lo contrario, obra en el expediente 
remitido a este Tribunal escrito de alegaciones presentado ante la Gerencia 
Municipal de Servicios Sociales, Juventud e igualdad de Oportunidades de 26 
de mayo, en el que el sindicato nada manifiesta sobre la consulta del 
expediente que ahora solicita, ello unido a que no acredita los extremos que 
entiende necesarios para el ejercicio de su derecho, lleva a desestimar su 
petición. 

 
Resuelta la cuestión previa, procede analizar las argumentaciones 

esgrimidas en el escrito de recurso: 
 
A) Sostiene que el presupuesto base de licitación es insuficiente además 

de vulnerar el artículo 100.2 de la LCSP. Alude a que el presupuesto omite la 
totalidad de los costes salariales derivados de la aplicación del IV Convenio de 
Marco Estatal de Ocio Educativo y Animación Sociocultural referidos a 
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cotizaciones patronales a la Seguridad Social, pluses convencionales, 
sustituciones y demás conceptos retributivos. Añade la falta de desagregación 
por sexo, lo cual acarrea la nulidad del pliego. 
 

Indica que “En el presente expediente, el presupuesto fija el precio del 
Cuidado a Domicilio en 18,56 €/hora y el Cuidado Grupal en 14,88 €/hora. Sin 
embargo, el propio listado de subrogación acredita que el salario/hora aplicada 
actualmente es de 9,81 €/h, equivalente al SMI vigente, lo que supone que el 
margen disponible para gastos generales, beneficio industrial, Seguridad Social 
(aproximadamente un 33% sobre salario bruto), coordinación y posibles 
mejoras convencionales —incluyendo la aplicación de la Tabla A del IV 
Convenio, que el propio pliego de subrogación prevé para el nuevo 
adjudicatario— es extremadamente reducido.  

 
»En concreto, el coste total anual del personal a subrogar, según 

el cuadro aportado por SEDENA, asciende a 255.016,60 €, únicamente para la 
plantilla actual. Sin embargo, la aplicación de la Tabla A del IV Convenio, la 
cobertura de sustituciones, la cotización patronal y los demás costes indirectos 
hacen que el presupuesto resulte insuficiente para garantizar condiciones 
laborales conformes al convenio durante toda la vigencia del contrato, 
incluyendo sus posibles prórrogas hasta 2030”. 
 

El órgano de contratación se opone a la estimación del argumento 
planteado cuando afirma que “En el presente expediente, la actividad objeto 
del contrato corresponde al servicio de cuidados a la infancia, sector 
fuertemente feminizado en el que la totalidad de las personas trabajadoras 
adscritas al servicio son mujeres, como se demuestra en el estudio de costes 
aportado, 1.- Plantilla subrogada, circunstancia que hace irrelevante e 
innecesaria una diferenciación o desagregación adicional por sexos, al no 
existir categorías o costes salariales diferenciados entre trabajadores y 
trabajadoras. Asimismo, el presupuesto base de licitación ha sido elaborado 
conforme a criterios objetivos y suficientes, tomando como referencia el IV 
Convenio Marco Estatal de Ocio Educativo y Animación Sociocultural (Tabla A), 
habiéndose incrementado además los costes salariales en un 20% sobre las 
cuantías mínimas fijadas convencionalmente, con el fin de garantizar la 
adecuada cobertura económica del servicio y el cumplimiento de las 
obligaciones laborales derivadas de la ejecución contractual. En la cláusula 5 
del PCAP, ya se determina que, en los tipos de licitación descritos, se 
consideran incluidos los costes de la organización técnico-empresarial, 
elaboración de los proyectos, personal de los servicios y material para su 
ejecución, así como las sustituciones y bajas temporales del personal; gastos 
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generales, financieros e impuestos, así como el beneficio industrial de los 
programas y actividades contratados. 
 

»Por todo ello, no puede apreciarse la existencia de infracción 
alguna del artículo 100.2 de la Ley de Contratos del Sector Público, habiéndose 
determinado el presupuesto base de licitación conforme a parámetros 
suficientes, objetivos y ajustados a la realidad del servicio objeto de 
contratación”. 
 

Sobre la cuestión planteada hay que considerar en primer término el 
artículo 100.2 de la LCSP, que dispone lo siguiente: “En el momento de 
elaborarlo, los órganos de contratación cuidarán de que el presupuesto base 
de licitación sea adecuado a los precios del mercado. A tal efecto, el 
presupuesto base de licitación se desglosará indicando en el pliego de 
cláusulas administrativas particulares o documento regulador de la licitación 
los costes directos e indirectos y otros eventuales gastos calculados para su 
determinación. En los contratos en que el coste de los salarios de las personas 
empleadas para su ejecución forme parte del precio total del contrato, el 
presupuesto base de licitación indicará de forma desglosada y con 
desagregación de género y categoría profesional los costes salariales 
estimados a partir del convenio laboral de referencia”. 

 
Por su parte, el artículo 101 de la LCSP, al referirse al valor estimado 

del contrato, señala en el apartado 2 que “En el cálculo del valor estimado 
deberán tenerse en cuenta, como mínimo, además de los costes derivados de 
la aplicación de las normativas laborales vigentes, otros costes que se deriven 
de la ejecución material de los servicios, los gastos generales de estructura y 
el beneficio industrial. (…) 

 
»En los contratos de servicios y de concesión de servicios en los 

que sea relevante la mano de obra, en la aplicación de la normativa laboral 
vigente a que se refiere el párrafo anterior se tendrán especialmente en cuenta 
los costes laborales derivados de los convenios colectivos sectoriales de 
aplicación”. 

 
Por último, el artículo 102.3 de la LCSP indica que “Los órganos de 

contratación cuidarán de que el precio sea adecuado para el efectivo 
cumplimiento del contrato mediante la correcta estimación de su importe, 
atendiendo al precio general de mercado, en el momento de fijar el presupuesto 
base de licitación y la aplicación, en su caso, de las normas sobre ofertas con 
valores anormales o desproporcionados. 
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»En aquellos servicios en los que el coste económico principal 
sean los costes laborales, deberán considerarse los términos económicos de 
los convenios colectivos sectoriales, nacionales, autonómicos y provinciales 
aplicables en el lugar de prestación de los servicios”. 
 

Sobre el cálculo y forma de valoración de los costes del contrato hay 
que considerar que, como ha sostenido reiteradamente este Tribunal (por 
todas, la Resolución 59/2024, de 16 de mayo), “Es competencia del órgano de 
contratación, de acuerdo con los principios de estabilidad presupuestaria, 
control de gasto y eficiencia en la utilización de los fondos, la definición de las 
necesidades a satisfacer (artículo 28 LCSP), el presupuesto y el precio del 
contrato siempre que sean conformes con su contenido y se respeten los 
criterios anteriormente señalados en relación con el precio de mercado o los 
costes -con especial consideración de los costes laborales tras la entrada en 
vigor de la LCSP-. Esto es, resulta misión del órgano de contratación la 
definición y determinación del objeto y de las prestaciones que deben 
conformar el contrato de acuerdo con las necesidades que se le planteen. (…). 
En relación con el precio a satisfacer, es doctrina consolidada de los Tribunales 
de contratación que se trata de una facultad sujeta al criterio técnico de los 
poderes adjudicadores. Subyace así el reconocimiento de una discrecionalidad 
técnica en la determinación de estos elementos del contrato, que sólo deben 
ceder en los casos en que se aprecie y acredite un error manifiesto”, “(…) por 
lo que corresponde a quien impugna dicha determinación la carga de probar 
que bajo las condiciones económicas propuestas no está garantizada la libre 
competencia o no cabe esperar una concurrencia adecuada, por lo que no está 
garantizada la viabilidad de la ejecución del contrato” (Resolución 59/2022, de 
12 de mayo, de este Tribunal). 

 
En el supuesto examinado el estudio de costes cuestionado incluye: los 

costes de personal por un importe de 253.254,57 euros, conforme a los datos 
aportados por la actual adjudicataria; incremento por razón del nuevo 
convenio colectivo 20%, por una cuantía de 50.650,93 euros y finalmente 
absentismo por un importe 6.500,00 euros. De todo ello resulta que la partida 
relativa a los costes de personal asciende a 310.405,50 euros. 

 
Sentado lo anterior, no asiste la razón a la organización sindical 

recurrente, por cuanto parece que el presupuesto de licitación es adecuado y 
correcto, sin que se vean comprometidos los derechos laborales de las 
trabajadoras adscritas a la ejecución del contrato. Es un hecho no 
controvertido que como plantea el órgano de contratación se ha incrementado 
la partida referida a los costes salariales en un 20% sobre las cuantías mínimas 
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fijadas convencionalmente en el momento de formular el estudio económico, 
en el que se incluyen los costes laborales. Ciertamente no existe un desglose 
detallado del presupuesto como refiere y pretende el recurrente, sin embargo, 
este resulta fácilmente reconocible en el listado de personal a subrogar 
aportado por el actual adjudicatario, el cual forma parte del estudio económico 
y en él que se incluyen los conceptos de “coste anual de la seguridad social”, 
“pactos en vigor aplicables a los trabajadores a subrogar (…)” o, “Aclaración 
de las Retribuciones variables” 
 

En este sentido, corresponde al sindicato justificar que el presupuesto 
es insuficiente para cubrir los costes laborales de ejecución del contrato. Sin 
embargo, no acredita en qué medida la alegada ausencia del desglose de 
costes salariales pudiera afectar a la viabilidad del contrato y más 
concretamente a los derechos laborales del personal a subrogar. No identifica 
los pluses convencionales que entiende no previstos en el presupuesto, 
tampoco las sustituciones que puedan generarse, distintas a las previstas en 
la tabla aportada por la actual adjudicataria, ni alude a la partida contemplada 
en el presupuesto relativa al absentismo. 
 

No obstante lo cual, parece que de la literalidad del propio recurso, el 
sindicato admite que al menos indirectamente el presupuesto base de licitación 
es adecuado, en cuanto a las obligaciones laborales cuando concluye que “lo 
que supone que el margen disponible para gastos generales, beneficio 
industrial, Seguridad Social (aproximadamente un 33% sobre salario bruto), 
coordinación y posibles mejoras convencionales —incluyendo la aplicación de 
la Tabla A del IV Convenio, que el propio pliego de subrogación prevé para el 
nuevo adjudicatario— es extremadamente reducido”. De lo expuesto puede 
colegirse que el margen “extremadamente reducido”, debe de ser asumido por 
la adjudicataria, sin que sea posible incluir en el mismo, futuras e hipotéticas 
“posibles mejoras convencionales”. 

 
Por último, la pretendida desagregación por géneros no puede 

prosperar ya que el personal adscrito pertenece al mimo género. En efecto, la 
totalidad de la plantilla son mujeres por lo que no es posible determinar los 
importes y diferencias retributivas por género. A la vista de la tabla aportada 
por la empresa que presta el servicio, existen tres categorías profesionales 
(monitoria de ocio educativo, administrativa y directora de programas y 
equipamientos), que como ya se ha manifestado forma parte del estudio 
económico. 
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Finalmente cabe advertir que cuatro licitadoras han presentado su 
oferta en el procedimiento, indicio que permite concluir la consecuente 
viabilidad del contrato y, que el presupuesto base de licitación se ajusta al 
precio de mercado. 

 
Por ello, el motivo alegado no puede tener acogida. 

 
B) Alega que casi la totalidad del personal a subrogar ostenta la 

categoría de monitora de ocio educativo, sin embargo, las funciones que 
desempeñan corresponden a la categoría profesional de técnico de gestión o 
equivalente. La inadecuación de la categoría profesional expuesta, tiene 
consecuencias directas sobre el presupuesto base de licitación. 
 

El órgano de contratación afirma que “El contrato no tiene por objeto 
la prestación de un servicio de escuela infantil ni el desarrollo de funciones 
propias de personal técnico de gestión o dirección educativa, sino un servicio 
municipal de atención y cuidado puntual de menores de entre doce semanas 
y doce años, así como de menores de edad con discapacidad, orientado a 
facilitar la conciliación de la vida familiar, laboral y social de la población de 
Burgos. 
 

»Las prestaciones incluidas en el contrato consisten 
fundamentalmente en tareas de atención directa, acompañamiento, cuidado, 
dinamización y supervisión de menores en espacios municipales habilitados al 
efecto, sin que se desarrollen funciones de planificación estratégica, 
coordinación técnica superior, gestión organizativa o dirección de centros que 
pudieran justificar el encuadramiento en el Grupo II Personal Directivo y de 
Gestión de la tabla A del IV Convenio Marco Estatal de Ocio Educativo y 
Animación Sociocultural. 

 
»Por el contrario, las funciones descritas en el pliego se 

corresponden de manera adecuada con las previstas para el Grupo III 
`Personal de atención directa en equipamientos de cultura de proximidad, 
servicios de ocio educativo y servicios socioculturales´, y en concreto con la 
categoría profesional de monitoras de ocio educativo, tal y como establece el 
estudio de costes aportado, que es la asignada en el expediente. 

 
»En consecuencia, no existe vulneración alguna del principio de 

correspondencia retributiva, toda vez que la categoría profesional utilizada 
responde de forma proporcionada y coherente a las funciones efectivamente 
exigidas para la correcta ejecución del contrato”. 
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Según el listado del personal adscrito al contrato se trata de 21 
trabajadoras todas con la categoría profesional de monitor de ocio educativo, 
salvo una oficial administrativa y una directora de programas y equipamientos. 
Pues bien, la cuestión planteada es estrictamente de índole laboral, por lo que 
excede de la competencia de esta instancia. Si bien es verdad, que la 
incorporación de una u otra categoría profesional tiene trascendencia en el 
cálculo del presupuesto, no es función de este Tribunal determinar qué 
categoría profesional encaja en el desarrollo de las tareas a realizar, y debe 
por tanto ejecutar el contrato. 

 
Por lo expuesto el motivo se ha de desestimar. 

 
C) Mantiene que, en la modalidad de centro de día infantil, el 

presupuesto base de licitación no prevé el descanso en jornada continuada, lo 
que vulnera el artículo 34.4 del ET. 

 
Alega que “el personal presta jornadas de hasta nueve horas 

continuadas los fines de semana y festivos, sin que el pliego contemple en 
ningún momento el cómputo ni la retribución de este descanso obligatorio. 
Esta omisión supone que el coste salarial real del servicio en esas jornadas es 
superior al reflejado en el presupuesto base, y que las empresas licitadoras 
carecen de información completa y veraz para formular sus ofertas, en 
vulneración del principio de transparencia que debe presidir la contratación 
pública”. 

 
Por lo contrario, el órgano de contratación en su informe defiende la 

observancia de la norma laboral. Sobre el particular indica que “El art. 34.4 del 
ET establece que, siempre su la duración de la jornada diaria continuada 
exceda de seis horas, deberá establecerse un periodo de descanso no inferior 
a quince minutos, precisando además que dicho descanso tendrá la 
consideración de tiempo de trabajo efectivo cuando así esté previsto en 
convenio colectivo o contrato de trabajo. 

 
»En el presente contrato, las trabajadoras adscritas al servicio 

que realizan jornadas continuadas de hasta nueve horas durante fines de 
semana y festivos, en la modalidad de Centro de día infantil, disponen del 
correspondiente periodo de descanso, entendiéndose éste incluido dentro del 
tiempo de trabajo efectivo y, por tanto, integrado en las horas efectivamente 
realizadas y retribuidas. 
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»Asimismo, debe tenerse en cuenta que la organización concreta 
de los turnos, pausas y descansos corresponde a la empresa adjudicataria en 
el ejercicio de sus facultados de dirección y organización del trabajo, debiendo 
garantizar en todo caso el estricto cumplimiento de la normativa laboral y 
convencional aplicable durante la ejecución del contrato. 

 
»Por ello, no puede apreciarse vulneración alguna del artículo 

34.4 del Estatuto de los Trabajadores, toda vez que el derecho al descanso 
legalmente previsto queda plenamente garantizado en la prestación del 
servicio”. 
 

No es posible que el PCAP contenga una descripción pormenorizada de 
los derechos laborales de las trabajadoras que han de ejecutar el contrato, sin 
que este extremo lleve aparejado error en el cálculo del presupuesto, cuya 
existencia la organización sindical no acredita. Tampoco conlleva una eventual 
presunción de contravención del descanso de las trabajadoras ni una 
reprochable falta de transparencia. La información sobre las condiciones del 
personal a subrogar se plasma en el documento adjunto a los pliegos, 
consistente en la plantilla actual y datos referidos al personal fijo objeto de 
esta subrogación, que incluye la identificación, categoría, jornada y 
antigüedad, cuya validez no consta que haya sido impugnada por las 
licitadoras. 

 
El alegato expuesto no puede prosperar. 
 
D) Reprocha que el PCAP no ha computado el tiempo de 

desplazamiento en la modalidad de cuidado a domicilio para las prestaciones 
de servicios sucesivos como tiempo efectivo de trabajo, lo que incide en el 
cálculo del precio/hora y por ende en el presupuesto de licitación. 

 
Frente a ello el órgano de contratación alega que “El tiempo empleado 

por las trabajadoras en el desplazamiento desde su domicilio particular hasta 
el lugar de prestación del servicio constituye, con carácter general, un 
desplazamiento ordinario al centro de trabajo, equiparable al realizado por 
cualquier otro trabajador para acudir a su puesto laboral, ya sea un centro 
municipal, un centro de día o un domicilio particular designado para la 
prestación del servicio. 

 
»En este sentido, el hecho de que los posibles accidentes 

ocurridos durante dichos desplazamientos puedan tener la consideración de 
accidentes `in itinere´ no implica que el tiempo de desplazamiento deba ser 
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necesariamente computado como tiempo efectivo de trabajo ni retribuido de 
forma específica, circunstancia que tampoco concurre con carácter general 
respecto al resto de trabajadores. 
 

»Asimismo, no se trata de personal itinerante que desarrolle de 
forma continuada su actividad profesional en tránsito o mediante 
desplazamientos sucesivos entre distintos servicios desde su propio domicilio 
(como personal de reparto), sino de trabajadores que acuden a un lugar 
concreto de prestación laboral previamente asignado, ya sea un centro de día 
infantil o un domicilio particular. 
 

»Por ello, la no inclusión de dichos tiempos de desplazamiento 
dentro del cómputo de tiempo efectivo retribuido no supone una minoración 
artificial del coste real del servicio ni determina la insuficiencia del presupuesto 
base de licitación, habiéndose calculado este conforme a criterios razonables, 
objetivos y ajustados a las condiciones reales de ejecución del contrato”. 

 
 La cuestión planteada está condicionada por el contenido de la 
prestación del servicio. Resulta evidente que, si durante la jornada laboral se 
prestan respectivos y sucesivos servicios que implican desplazamiento de un 
domicilio a otro, este deberá computarse como tiempo efectivo de trabajo. Al 
respecto, sobre la modalidad de cuidado en domicilio nada se infiere sobre 
esta cuestión en el PPT ni en el PCAP. Si bien es cierto que en el presupuesto 
base de licitación hay una partida referida a desplazamiento 3.000, 00 euros. 
 

En consecuencia, este motivo ha de desestimarse. 
 
E) Alega que los pliegos no especifican que todo personal con 

independencia de su antigüedad y tipo de contrato tiene derecho a recibir los 
complementos retributivos de festivos y fines de semana. Al respecto señala 
que “Esta omisión genera una doble distorsión: por un lado, permite que las 
empresas licitadoras infravaloren el coste del servicio en fines de semana y 
festivos al no contemplar este concepto salarial obligatorio; por otro, perpetúa 
una condición de inferioridad retributiva respecto del personal con mayor 
antigüedad que sí tiene consolidado dicho complemento”. 

 
El órgano de contratación muestra su disconformidad y, sostiene que 

“En relación con la alegación relativa a la supuesta ausencia de complemento 
por trabajo en fines de semana y festivos para el personal de nueva 
incorporación y sustituciones, debe señalarse que el presupuesto del contrato 
si contempla los costes derivados de la prestación del servicio en dichas franjas 
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temporales, especialmente en la modalidad de centro de día infantil, cuya 
organización y funcionamiento incluye expresamente la atención durante fines 
de semana y festivos. 
 

»Asimismo, el cálculo económico del contrato, ha sido realizado 
tomando como referencia el IV Convenio Marco Estatal de Ocio Educativo y 
Animación Sociocultural, resultando de obligado cumplimiento para la empresa 
adjudicataria todas las previsiones laborales, salariales y retributivas 
establecidas en el mismo, incluyendo, en su caso, los complementos que 
pudieran corresponder por trabajo en fines de semana, festivos, sustituciones 
o cualquier otra circunstancia prevista convencionalmente. 

 
»Corresponde, por tanto, a la empresa adjudicataria garantizar 

durante la ejecución del contrato el íntegro cumplimiento de las obligaciones 
laborales y retributivas derivadas del convenio colectivo de aplicación respecto 
de todo el personal adscrito al servicio, con independencia de que se trate de 
personal fijo, de nueva incorporación o destinado a sustituciones. 

 
»En consecuencia, no puede apreciarse la existencia de omisión 

o insuficiencia alguna en el pliego en relación con esta cuestión”. 
 

Sobre esta cuestión asiste la razón al órgano de contratación, habida 
cuenta que es responsabilidad de la adjudicataria cumplir las obligaciones 
derivadas de la relación laboral, cuyo origen sea legal o convencional que 
afecte al personal que ejecute el contrato. El sindicato no cuestiona la 
insuficiencia del presupuesto base en lo que respecta a este complemento 
salarial, sino que exige al órgano de contracción que imponga en los pliegos 
la obligatoriedad de abonar el complemento mentado a todo el personal. Sin 
embargo, dicha petición excede del ámbito contractual y, consecuentemente 
de la competencia de este Tribunal, que no advierte vulneración de la 
normativa contractual. 

 
F) Denuncia el peso excesivo de la oferta económica en los criterios de 

adjudicación (hasta 47 puntos sobre 100), lo que pudiera generar un incentivo 
estructural a la baja de costes que, en la práctica se materializaría en un 
deterioro de las condiciones laborales. 

 
Frente a ello, el órgano de contratación manifiesta que la ponderación 

establecida en el pliego se ajusta plenamente a la normativa de contratación 
pública, sin que se exista riesgo “dumping social”. En este sentido expone: 
“Tratándose de un contrato incluido en el ámbito de los servicios del Anexo IV 
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de la Ley de Contratos del Sector Público, la regulación vigente establece que 
los criterios relacionados con la calidad deberán representar, al menos, el 51% 
de la puntuación total, pudiendo los criterios económicos alcanzar hasta un 
máximo del 49%. 
 

»En el presente expediente, el criterio económico ha sido 
valorado con un máximo de 47 puntos sobre 100, porcentaje inferior al límite 
máximo permitido legalmente, habiéndose reservado la mayoría de la 
puntuación total a criterios cualitativos vinculados a la calidad de la prestación 
del servicio. 

 
»Por tanto, la configuración de los criterios de adjudicación 

respeta plenamente el equilibrio exigido por la legislación entre calidad y 
precio, sin que pueda afirmarse que exista una sobre ponderación del criterio 
económico ni un incentivo contrario a las condiciones laborales del personal 
adscrito al contrato. 

 
»Asimismo, debe tenerse en cuenta que la ejecución del contrato 

queda sujeta al obligado cumplimiento de la normativa laboral y del IV 
Convenio Marco Estatal de Ocio Educativo y Animación Sociocultural, 
circunstancia que impide que eventuales bajas económicas puedan traducirse 
en una reducción ilícita de derechos salariales o condiciones laborales. 

 
»En consecuencia, no puede apreciarse vulneración alguna de 

los principios de contratación pública ni la existencia de riesgo cierto de 
“dumping social” derivado de la ponderación establecida en el pliego”. 
 

Los criterios de adjudicación tienen por finalidad determinar qué oferta 
satisface mejor las necesidades de la adjudicadora y su función es evaluar la 
calidad de las ofertas. El artículo 145.2 de la LCSP establece que “La mejor 
relación calidad-precio se evaluará con arreglo a criterios económicos y 
cualitativos”. Y añade que “Los criterios cualitativos que establezca el órgano 
de contratación para evaluar la mejor relación calidad-precio podrán incluir 
aspectos medioambientales o sociales, vinculados al objeto del contrato en la 
forma establecida en el apartado 6 de este artículo”, y enumera, de forma no 
taxativa, una serie de criterios que pueden ser tenidos en cuenta. 

 
El sindicato estima inadecuada la configuración de los criterios de 

adjudicación previstos en los pliegos, proponiendo otros alternativos que 
debieran de ser valorados. Cita, la estabilidad contractual, jornadas, 
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retribuciones por encima del convenio, planes de igualdad), en línea con lo 
establecido en el artículo 145 y 202 de la LCSP. 

 
Sin embargo, su postura no puede tener acogida. Los poderes 

adjudicadores tienen libertad para decidir la evaluación que se debe de dar a 
los criterios de adjudicación elegidos, a fin de conseguir la oferta más 
ventajosa. La LCSP no impone la obligación de incluir criterios de adjudicación 
de carácter social, sino que lo contempla como mera posibilidad, por ello, se 
ha de considerar conforme a derecho los porcentajes utilizados. 

 
Por tanto, el motivo alegado ha de desestimarse. 
 
G) Afirma que el pliego incluye como condición especial de ejecución, 

ex artículo 202.2 de la LCSP, la aplicación de medidas que fomenten la 
igualdad de hombres y mujeres, si bien no concreta su contenido y alcance. 
Entiende imprescindible las medidas: reconocimiento de permisos retribuidos 
para acompañamiento a consultas médicas de hijos e hijas menores; protocolo 
de adaptación del puesto de trabajo durante el embarazo; y garantía del 
derecho a la reducción de jornada y adaptación de horario conforme a los 
artículos 34.8 y 37.6 del Estatuto de los Trabajadores. 

 
El órgano de contratación entiende que las medidas citadas forman 

parte de las obligaciones legales propias de las empresas en el ámbito laboral 
y deben integrarse en las relaciones laborales empresario/trabajador, 
conforme a la legislación laboral vigente. Esgrime que “En este sentido, las 
empresas que resulten adjudicatarias del contrato deberán cumplir 
íntegramente las obligaciones previstas en la normativa laboral y de igualdad, 
incluyendo la obligación de disponer de un plan de igualdad cuando así resulte 
legalmente exigible, así como aplicar las medidas de conciliación, prevención 
de discriminación y promoción de igualdad que correspondan respecto de su 
personal. 

 
»Por tanto, la ausencia de una regulación específica y detallada 

de dichas medidas en el pliego no supone una omisión contraria a derecho, 
dado que tales obligaciones derivan directamente de la normativa laboral 
aplicable y son exigibles a la empresa adjudicataria con independencia de su 
reproducción expresa en las cláusulas contractuales. 

 
»Asimismo, debe destacarse que el objeto del contrato y las 

condiciones de ejecución previstas no contienen previsiones discriminatorias 
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ni limitativas de los derechos laborales y de igualdad del personal adscrito al 
servicio. 

 
»En consecuencia, no puede apreciarse vulneración alguna en 

materia de conciliación o perspectiva de género en la configuración del 
expediente de contratación”. 
 

El artículo 202.2 de la LCSP impone la obligación de establecer al menos 
una condición especial de ejecución de entre: económica, medioambiental, 
ética, o social. 
 

La cláusula 31, bajo la rúbrica “obligaciones del adjudicatario del PCAP” 
preceptúa: “u) Como condición especial de ejecución de este contrato de 
servicios, según indica el artículo 202.2 de la Ley 9/2017 de 8 de noviembre 
de Contratos del Sector Público (LCSP), se ha incluido el favorecer la aplicación 
de medidas que fomenten la igualdad entre mujeres y hombres, así como la 
conciliación familiar. La vinculación de la condición especial de ejecución con 
el contrato deriva en incorporar la perspectiva de género y el fomento de la 
corresponsabilidad en la crianza y educación de menores. Ya que se trata de 
una prestación de servicios dirigida a formar a población que puede 
encontrarse en situación de vulnerabilidad o que busquen adquirir hábitos 
familiares para facilitar la conciliación familiar o tendentes a hacer efectiva 
igualdad entre mujeres y hombres en el ámbito doméstico / familiar. Para ello, 
la entidad adjudicataria deberá presentar en su memoria anual del contrato, 
el grado de cumplimiento y ejecución de esta condición”. 
 

Sentado lo anterior, ciertamente la redacción de la cláusula constituye 
un mero recordatorio de los derechos y obligaciones contemplados en la 
normativa laboral, con nula incidencia en la ejecución del contrato. No 
obstante, lo cual, las medidas propuestas por el sindicato, pudieran vulnerar 
el ámbito laboral reservado a la negociación colectiva. No resulta admisible 
que, por la Administración contratante, ajena a la relación laboral entre 
empresa y trabajador, de forma indirecta a través de un PCAP determine 
unilateralmente el contenido de la relación laboral. 

 
Por tanto, este motivo se ha de desestimar. 

 
En su virtud, al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 

y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 
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III 
RESUELVE 

 
Primero.- Desestimar el recurso especial en materia de contratación 

interpuesto por la Federación de Enseñanza de Comisiones Obreras de Castilla 
y León contra el anuncio de licitación, el pliego de prescripciones técnicas y el 
pliego de cláusulas administrativas particulares en el procedimiento de 
contratación del servicio de cuidados a la infancia 2026-2030 del Ayuntamiento 
de Burgos (expediente n.º 2025000029/SERV/FAM). 
 

Segundo.- Notificar esta resolución a todos los interesados en el 
procedimiento. 
 

De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 46.1 de la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA), contra esta 
resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la interposición de 
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde el 
día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 10.1.k de la LJCA). 
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